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TRASLADO EXCEPCIONES 
 

 
Bogotá, D.C., 10/06/2021 
 
EXPEDIENTE    :  250002342000201802745 00 
DEMANDANTE :  ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 
DEMANDADO   :  FABIOLA REY VALENCIA 
MAGISTRADO  :  CARLOS ALBERTO ORLANDO JAIQUEL 
 
 
La suscrita OFICIAL MAYOR, con funciones de SECRETARIA, en uso de 
las facultades otorgadas en el Artículo 175, parágrafo 2 del C.P.A.C.A.; y 
vencido el término para contestar demanda, otorgado en el Artículo 199 del 
C.P.A.C.A, modificado por el Artículo 612 del C.G.P., procede a: 

 

Correr TRASLADO EXCEPCIONES, por el término de TRES (3) 
DIAS hábiles, de conformidad con el artículo 110 del C.G.P., este término 

empezará a correr a partir del día siguiente de esta fijación. 
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Honorables Magistrados 
Sección segunda subsección C 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
Bogotá 
 
Referencia  : Proceso Administrativo de Nulidad y Restablecimiento  

del Derecho -Lesividad- 
Demandante  : Administradora Colombiana de Pensiones – 

Colpensiones- 
Demandado  : Fabiola Rey Valencia 
Asunto  : Contestación de Demanda 
M.P.   : Dr. Carlos Alberto Orlando Jaiquel 
Radicado Nal : 25000-23-42-000-2018-02745-00 
Radicado Int  : 02745-2018-00 
 
WILTER ANTONIO GÓMEZ CAMPOS, Mayor de edad, domiciliado y residente 
en la ciudad de Bogotá, abogado en ejercicio, obrando en virtud del poder especial 
amplio y suficiente que me ha sido conferido por la señora FABIOLA REY 
VALENCIA con domicilio en Bogotá, le manifiesto que doy contestación a la 
demanda, dentro del presente proceso de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
-LESIVIDAD-, iniciado por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES -COLPENSIONES-, en contra de mi poderdante, demanda que se 
contesta en los siguiente términos: 
 

1. A LOS HECHOS 
 

Al Primero  : Es cierto. 
 
Al Segundo  : No es cierto la accionada contaba para el día 01 de abril 
de 1994, con 408 semanas cotizadas. Que corresponden a 7 años y 11 meses 
cotizados. 
 
Al Tercero  : No es cierto la accionada contaba para el día 25 de julio 
de 2005, con 956,57 semanas cotizadas. Lo anterior, al contabilizar las 918 semanas 
que Colpensiones reconoce en la historia laboral de la actora. Y 38,57 semanas que 
corresponden a los periodos de tiempo de: mayo de 1997; junio de 1998; enero a 
junio de 1999; mayo de 2011. Estos últimos periodos de tiempo no reconocidos en 
la historia laboral de la actora a pesar de haber sido afiliada por su empleador del 
momento, pero no fueron realizadas las cotizaciones respectivas, y Colpensiones 
no realizó acción alguna para su cobro. 
 
Al Cuarto  : Es cierto. 
 
Al Quinto  : Es cierto. 
 
Al Sexto  : Este hecho formula más de una situación fáctica, por 
tanto, se contesta así: 
 
Frente a la afirmación de “haber realizado trámite administrativo interno con el 
personal de Colpensiones”. Por ser una situación fáctica en la que no incursionó la 
accionada y no conocer de la misma. Se con contesta que a la demandada No le 
consta. 
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Frente a la afirmación de que “el periodo de tiempo trabajado por la accionada al 
servicio de COLSERVICIOS LTDA fue del 14 de septiembre de 1988 hasta el 15 de 
diciembre de 1988. Y no del 01 de noviembre de 1983 al 13 de septiembre de 1988” 
se contesta. No es cierto, la señora REY VALENCIA trabajó al servicio de la 
Compañía COLSERVICIOS LTDA  desde el día 01 de noviembre de 1983 al 13 de 
septiembre de 1988. 
 
Al Séptimo  : Este hecho formula más de una situación fáctica, por 
tanto, se contesta así: 
 
Frente a la afirmación de “haber revocado la pensión otorgada por medio de la 
resolución No GNR 77628 del 14 de marzo de 2016”. Se con contesta que Es cierto. 
 
Frente a la afirmación de que “fue revocado por no ajustarse a derecho”. Se con 
contesta que No es cierto. 
 
Frente a la afirmación de “haber realizado trámite administrativo interno con el 
personal de Colpensiones”. Por ser una situación fáctica en la que no incursionó la 
accionada y no conocer de la misma. Se con contesta que a la demandada No le 
consta. 
 
Al Octavo  : Es cierto. 
 
Al Noveno  : No me consta. La resolución No 86753 del 22 de marzo 
de 2016, no le notificada a la accionada. Razón por la cual  no la conoce, y por tanto 
no puede pronunciarse respecto de esta. 
 
Al Décimo  : Es cierto. 
 
Al Undécimo : Es cierto. 
 
Al Duodécimo : Es cierto. 
 
Al Decimotercero : Es cierto. 
 

2. A LAS PRETENSIONES  
 
A La Primera : Me opongo, La resolución No GNR 228776 del 19 de 
junio de 2014, fue expedida conforme a derecho. Por tanto, la pensión de la parte 
accionada se encuentra reconocida conforme a la Ley, ya que cumple con el tiempo 
de servicios y/o semanas requeridas, además de acreditar con suficiencia la edad 
necesaria para hacer con la pensión de vejez. 
 
A La Segunda : Me opongo, La resolución No SUB 63553 del 12 de mayo 
de 2017, fue expedida conforme a derecho. Por tanto, la pensión de la parte 
accionada se encuentra reconocida conforme a la Ley, ya que cumple con el tiempo 
de servicios y/o semanas requeridas, además de acreditar con suficiencia la edad 
necesaria para hacer con la pensión de vejez. 
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A La Tercera 1 : Me opongo, la accionada cumple con los requisitos del 
artículo 36 de la Ley 100 de 1993, es decir, al 01 de abril de 1994 contaba con 35 
años cumplidos. Lo que le da el derecho a beneficiarse del régimen de transición. 
 
A La Cuarta2  : Me opongo, la accionada cumple los requisitos de ley 
exigidos para el reconocimiento pensional que se discute. 
 
A La Quinta3 : Me opongo, la accionante no está en la obligación legal 
de devolver suma alguna recibida por cuenta de su pensión, debido a que la 
misma fue reconocida conforme a derecho. 
 
A La Sexta4  : Me opongo, no debiendo suma alguna por parte de la 
accionada, menos podría hablarse de deber conceptos como indexación o intereses. 
 

3. FUNDAMENTACIÓN FÁCTICA Y JURÍDICA DE LA DEFENSA 
 

3.1. Del reconocimiento pensional 
 
La señora FABIOLA REY VALENCIA, quien se identifica con la cédula de 
ciudadanía No 41.772.444, es pensionada por parte de la ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES-, por medio de la resolución 
No GNR 228776 del 19 de junio de 2014. 
 
La citada pensión le fue reconocida a la accionada en atención a que contaba para 
la fecha de la expedición de la citada resolución, con un total de 8,904 días 
laborados, correspondientes a 1,272 semanas cotizadas. 
 
Casi dos años después de haberle sido reconocido el derecho pensional a la 
demandada, Colpensiones por medio de la resolución No 77628 del 14 de marzo de 
2016, sin consentimiento de la accionada y de manera arbitraria revocó le 
prestación reconocida. 
 
Por haberle sido vulnerados sus derechos constitucionales por medio de la 
resolución No 77628 del 14 de marzo de 2016, la demandada presentó acción de 
tutela. 
 
La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado 57 Administrativo del 
Circuito de Bogotá, quien tuteló sus derechos y ordenó la suspensión de la 
resolución No 77628 del 14 de marzo de 2016. 
 
De igual manera Colpensiones, expidió la resolución No 147282 del 19 de mayo 
2016, dando alcance a la resolución 77628. 
 
Colpensiones hizo caso omiso de la orden de amparo impartida por el juez 
constitucional, razón por la cual la demandada presentó incidente de desacato. 

 
1 Aunque esta pretensión se enumera cómo segunda en la demanda, en el estricto orden en el 
que se encuentran enumeradas corresponde a la pretensión número tercera. Razón por la cual 
se le da esa numeración. 
2 Aunque esta pretensión se enumera cómo tercera en la demanda, en el estricto orden en el 
que se encuentran enumeradas corresponde a la pretensión número cuatro. Razón por la cual se 
le da esa numeración. 
3 Aunque esta pretensión se enumera cómo cuarta en la demanda, en el estricto orden en el 
que se encuentran enumeradas corresponde a la pretensión número quinta. Razón por la cual se 
le da esa numeración. 
4 Aunque esta pretensión se enumera cómo quinta en la demanda, en el estricto orden en el 
que se encuentran enumeradas corresponde a la pretensión número sexta. Razón por la cual se 
le da esa numeración. 
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El juez constitucional por medio de providencia del 08 de mayo de 2017 declaró el 
incumplimiento e impuso sanción. 
 
Por medio de resolución No SUB 63553 del 12 de mayo de 2017, Colpensiones 
procedió a dar cumplimiento al fallo de tutela proferido y reactivó el pago de la 
pensión nuevamente en favor de la señora Valencia. 
 
La actuación de la accionada, durante todo el trámite a que se hace alusión en los 
hechos de este escrito, actuó de buena fe. 
 
La demandante básicamente lo que pretende con su demanda, es, no reconocer la 
pensión de vejez de la señora FABIOLA REY VALENCIA, conforme al artículo 36 
de la Ley 100 de 1993, por ello solicita, ser relevada del reconocimiento en dichos 
términos, porque en su sentir, existieron actos fraudulentos para dicho 
reconocimiento. 
 
Sin embargo, mal estaría que el juez de conocimiento accediera a dichas 
pretensiones, cuando la demandada cuenta con sus semanas cotizadas 
debidamente acreditadas en la historia laboral, y no por la sólo afirmación que 
realiza Colpensiones pueden desconocerse los tiempos laborados. Debe probar los 
actos fraudulentos que asevera. 
 
Colpensiones fundamenta su demanda, en que la accionada no tiene derecho al 
reconocimiento pensional, y allí una falencia más, porque como se indica en la 
misma resolución cuya nulidad se persigue, la señora REY VALENCIA cuenta con 
más de 1270 semanas cotizadas y más de 55 años, lo que le permitiría sin reparo 
alguno, acceder al reconocimiento de la pensión de vejez, conforme al Sistema 
General de Pensiones. 
 
De otro lado, aduce el principio de Estabilidad Financiera del Sistema General de 
Pensiones, cuando conforme a la documental que se allega al proceso con éste 
escrito, la accionada solo fue incluida en nómina de pensionados de la entidad, a 
partir del mes de octubre de 2014, por tanto, carece de veracidad la afirmación de 
la demandante, al señalar “Es así como éste perjuicio inminente en contra de la 
Estabilidad Financiera del Sistema General de Pensiones se configura en la medida 
en que dicho sistema debe de disponer de un flujo permanente de recursos que 
permite su mantenimiento y adecuado funcionamiento”, esto, si se aprecia que la 
demanda fue presentada en el mes de diciembre de 2018. 
 

3.2. De la buena fe de la accionada 
 
En lo que respecta a la buena fe de la accionada, la jurisprudencia del Honorable 
Consejo de Estado es clara en precisar, que la actora nada habrá que pagar por 
haber actuado de buena fe, para ello, entro otros, citamos un extracto de la 
sentencia No 00047 del dieciséis (16) de agosto de dos mil dieciocho (2018), 
radicado interno No 0258 – 2017, dentro del proceso identificado con el número de 
radicación nacional No 54001233300020130004701, actuando como consejero 
ponente el Doctor CÉSAR PALOMINO CORTÉS, de la sección segunda- 
subsección B, del Honorable Consejo de Estado, en donde dijo: 
 
[…] Ahora bien, la Sala comparte la decisión tomada por el a quo en la sentencia 
objeto de censura, respecto a la negativa de ordenar el reintegro de los dineros 
cancelados con ocasión a la pensión gracia reconocida y el equivalente a la 
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reliquidación ordenada por la acción de tutela y reconocida en el acto 
administrativo demandado, en consideración a que tal y como lo establece el 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo en el 
literal c) del numeral 1 del artículo 164: “(…) no habrá lugar a recuperar las 
prestaciones pagadas a particulares de buena fe”. […] 
 
[…] El literal c) del numeral 1° del artículo 164 del CPACA, en consonancia con lo 
dispuesto en el artículo 83 de la Constitución Política, señala que: “las actuaciones 
de los particulares y de las autoridades deberán ceñirse a los postulados de la 
buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante 
éstas”. […] 
 

3.3. Respecto del acto propio o ‘venire contra factum proprium non valet’ 
 
Con todo, importa destacar que con apoyo en los principios de la buena fe 
y de la confianza legítima, la doctrina y la jurisprudencia tanto foráneas 
como patria, han desarrollado la “teoría de los actos propios”, conforme la 
cual, en líneas generales, no es dable a nadie contradecir, sin justificación 
atendible, sus propias actuaciones anteriores, cuando ese cambio de 
conducta afecta las expectativas válidamente adquiridas por otro u otros 
con base en el comportamiento pretérito del que lo realiza.  

 
Así lo enseñó la Sala de Casación Civil de esta Corporación, entre otras, en 
sentencia de 24 de enero de 2001, Rad. No. 2001-00457-01:  

 
[…] referir a la doctrina de los actos propios, es reclamar la exigencia 
de un comportamiento coherente; de ahí que, la concreción de una u 
otra conducta, según su extensión y efectos, vista en retrospectiva, 
permite precisar si lo cumplido estaba en la misma línea de lo que, 
otrora, se ejecutó. Realizado este ejercicio, si lo acaecido no 
correspondió a lo que en el pasado inmediato tuvo lugar; si no hay 
puentes comunicantes entre una y otra conducta que le mantengan 
en su esencia, significa que el acto propio no fue respetado y, 
contrariamente, el proceder desplegado contradijo su inmediato 
antecedente, esto es, vulneró el principio analizado. 
 
[…] 
 
[…] Las reseñas verificadas, con todo y las variables incorporadas en 
cada región o normatividad, respecto de las cuales no entra la Corte 
a establecer categorizaciones o ligeras generalizaciones, ponen de 
presente la teoría de los actos propios o ‘venire contra factum 
proprium non valet’, que en definitiva conclusión, puede anunciarse 
que es la coherencia exigida en el comportamiento de las personas, 
de tal forma que lo realizado en el pasado, que ha servido, a su vez, 
como determinante o referente del proceder de otras o que ha 
alimentado, objetivamente, ciertas expectativas, no pueden ser 
contrariadas de manera sorpresiva, caprichosa o arbitraria, si con 
ello trasciende la esfera personal y genera perjuicio a los demás.  
 
[…] 
 
Empero, cumple resaltar que el objetivo último, no es, en verdad, 
salvar la contradicción del acto o impedir la incoherencia de un 
determinado comportamiento; el fin, esencial, por lo demás, es evitar 
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que con ese cambio de actitud, con esa rectificación se genere un 
perjuicio a quien despertó alguna expectativa válida por la conducta 
desplegada anteriormente, es, en otras palabras, dejar incólume la 
confianza fundada en ese antecedente. 
 

Acorde con lo expuesto, no se observa, de la actuación que dice haber 
adelantado Colpensiones internamente en contra de la accionada, que 
dicho sea de paso no fue citada para controvertir las conclusiones allí 
formuladas, que la señora REY VALENCIA hubiera incurrido en las 
conductas que le atribuye Colpensiones; por el contrario, el actuar de la 
accionada siempre ha sido acorde a la ley y las buenas costumbres sin 
incurrir en acto indebido alguno. 
 

3.4. Del principio de confianza legítima 
 
El principio de la estabilidad de los actos administrativos protege los legítimos 
intereses y derechos adquiridos de aquellas personas beneficiarias de una decisión 
oficial particular y concreta. La confianza legítima en la administración se vería 
lesionada si la permanencia y seguridad de un acto suyo dependiera de la 
discrecionalidad del funcionario de turno. La ley establece los casos y 
procedimientos por los cuales hay lugar a suspender o revocar un acto 
administrativo generador de intereses legítimos o derechos adquiridos5. 
 
Cuando la administración, luego de reconocer una prestación de la seguridad 
social, como en este caso la pensión de vejez, luego, sin justificación objetiva y 
razonable, procede a suspender o revocar dicha autorización, con el 
quebrantamiento consecuente de la confianza legítima y la prohibición de "venir 
contra los propios actos" figura ya citada supra.  
 
El principio de buena fe exige de los particulares y de las autoridades (para este 
caso Colpensiones), ceñirse en sus actuaciones a una conducta diligente, honesta, 
leal y acorde con el comportamiento que puede esperarse de una persona correcta 
“vir bonus”. 
 
La buena fe supone la existencia de una relación entre personas y se refiere 
fundamentalmente a la confianza, seguridad y credibilidad que otorga la palabra 
dada. En las gestiones ante la administración, la buena fe se presume del particular 
y constituye guía insustituible y parámetro de la acción de la autoridad6. 
 
La buena fe de la peticionaria al solicitar su pensión de vejez, convencida de que el 
reconocimiento de su derecho era suficiente para la efectividad de este, se vio 
asaltada por problemas de índole interna que ahora pretenden impedir el 
reconocimiento de la pensión de vejez. Es indispensable que el Estado respalde la 
confianza de ciudadanos en el derecho y en las instituciones. El caso de la 
peticionaria muestra claramente la importancia que tiene la efectividad del derecho 
en la búsqueda del propósito general de la legitimidad del poder y del derecho, 
una de cuyas manifestaciones es el principio de buena fe consagrado en el artículo 
83 de la Constitución. 
 
En otro fallo, la Corte Constitucional se pronunció en un caso pensional en el que 
se vio involucrado el principio de confianza legítima, allí dijo “es importante tener 
en cuenta la buena fe de la administrada. Debido a que de haber sido advertida 

 
5 Corte Constitucional. Sentencia T-475 de 1992, M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz 
6 Ibidem 



 

Carrera 10 # 20-19 Oficina 410 Edificio Saraga en la ciudad de Bogotá 
Teléfonos: 4804421/Celular: 3006000518/3127758565 

Mail: info@supensionasesores.com / Web: www.supensionasesores.com 
 

acerca de la imposibilidad de hacer efectivo el pago de la pensión, habría desistido 
de su solicitud y habría seguido laborando. Se presenta aquí un caso dramático de 
buena fe derivada de la confianza en el derecho y en los mecanismos 
institucionales que los  hacen efectivos7.” 
 
En un fallo más reciente también indicó la Corte que conforme a los postulados del 
principio de buena fe, los procedimientos que adelanten las autoridades deben 
efectuarse dentro de un parámetro de seriedad que impida que se defraude la 
confianza de los particulares frente a la administración pública. En este sentido, la 
Corte Constitucional ha desarrollado el principio de confianza legítima como una 
expresión del principio de buena fe, en virtud del cual las autoridades están 
obligadas a respetar las expectativas jurídicas y legítimas creadas a los particulares 
con sus actuaciones. Esto implica que “al crearse expectativas favorables al 
administrado no puede, el ente público de manera sorpresiva, eliminar esas 
condiciones afectando palpablemente los derechos de aquél8. 
 
Las entidades administradoras de pensiones tienen a su cargo el manejo de las 
bases de datos contentivas de la información que comprende la historia laboral de 
los afiliados al régimen de seguridad social en pensiones ya sea en el régimen de 
prima media con prestación definida o el de ahorro individual con solidaridad. 
Esta información permite la verificación del cumplimiento de los requisitos que se 
deben acreditar para el reconocimiento de una prestación pensional, por ello, 
deben garantizar el adecuado manejo y conservación de los datos correspondientes 
a sus afiliados. La obligación de cuidado y custodia de los datos que conforman la 
historia laboral comprende “las obligaciones de organización y sistematización de 
dicha información, de manera que se evite su pérdida o deterioro y la 
consecuencial afectación negativa de un reconocimiento9”. 
 

3.5. De la carga de la prueba respecto de las afirmaciones realizadas por 
Colpensiones. 

 
Al realizar las afirmaciones tan delicadas que realiza Colpensiones, y con 
fundamento en ellas pretende desconocer el derecho debidamente acreditado por 
parte de la accionada. Deberá probar suficientemente que la señora REY no laboró 
el tiempo de servicios que aduce es fraudulenta. Ello, conforme la jurisprudencia 
de la Honorable Corte Constitucional, que en casos como este a indicado: 

 
[…] Desde luego que en desarrollo del debido proceso la revocatoria 
establecida en el artículo 19 de la ley 797 de 2003 tiene que cumplir 
satisfactoriamente con la ritualidad prevista en el Código 
Contencioso Administrativo o en los estatutos especiales que al 
respecto rijan.  Vale decir, con referencia al artículo 19 acusado el 
acto administrativo por el cual se declara la revocatoria directa de 
una prestación económica, deberá ser la consecuencia lógica y 
jurídica de un procedimiento surtido con arreglo a los artículos 74, 
28, 14, 34 y 35 del Código Contencioso Administrativo, sin perjuicio 
de la aplicación de las normas de carácter especial que deban 
privilegiarse al tenor del artículo 1 del mismo estatuto contencioso.  
Pero en todo caso, salvaguardando el debido proceso.  Igualmente, 
mientras se adelanta el correspondiente procedimiento 
administrativo se le debe continuar pagando al titular –o a los 

 
7 Corte Constitucional. Sentencia T-526 de 1992, M.P.: Ciro Angarita Varón 
8 Corte Constitucional. Sentencia T-343 de 2014, M.P.: Luis Ernesto Vargas Silva 
9 Ibidem 
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causahabientes- de la pensión o prestación económica las mesadas o 
sumas que se causen, esto es, sin solución de continuidad.  Y como 
respecto del titular obra la presunción de inocencia, le corresponde a 
la Administración allegar los medios de convicción que acrediten la 
irregularidad del acto que se cuestiona.  Es decir, la carga de la 
prueba corre a cargo de la Administración10. […] 

 
4. EXCEPCIONES PREVIAS 

 

4.1. INEPTA DEMANDA POR PROPOSICIÓN JURÍDICA 
INCOMPLETA 

 
En el presente asunto, COLPENSIONES demandó nulidad de las resoluciones No. 
GNR 228776 del 19 de junio de 2014 y SUB 63553 del 12 de mayo de 2017, por 
medio de las cuales se reconoció la pensión de vejez a la señora REY VALENCIA. 
 
El reparo en contra de dichos actos administrativos es que el reconocimiento se 
realizó bajo el supuesto de que la demandada no contaba con el número de 
semanas mínimas requeridas para el reconocimiento pensional. Por tanto, 
considera la entidad que la señora REY no tenía el derecho a la pensión. 
 
Ahora bien, a través de la resolución No GNR 77628 del 14 de marzo de 2016, 
COLPENSIONES, revocó todas y cada una de las partes de la resolución GNR 
228776 del 19 de junio de 2014, por medio de la cual se reconoció pensión de vejez 
a la accionada, procediendo a negar la misma. La resolución GNR 77628 fue 
complementada por medio de la resolución No GNR 147282 del 19 de mayo de 
2016, en donde se ordenó el reintegro de las sumas de dinero cobradas por la 
accionante por concepto de retroactivo. 
 
Contra dicho acto administrativo, se interpuso recurso de reposición y en subsidio 
de apelación que fueron no fueron resueltos, violando aún más los derechos de la 
accionada.  
 
Las citadas resoluciones No GNR 77628 del 14 de marzo de 2016  y la GNR 147282 
del 19 de mayo de 2016 no fueron demandadas ante esta jurisdicción.  
 
Conforme al ya citado articulo 163, es claro que cuando se pretenda la nulidad de 
un acto administrativo, éste se debe individualizar con toda precisión, junto con 
aquellas decisiones que en sede administrativa constituyan una unidad jurídica 
con el mismo. 
 
Ha señalado el Consejo de Estado que la inobservancia de lo anterior vicia 
sustancialmente el contenido de la pretensión anulatoria en el marco de la acción 
de nulidad y restablecimiento del derecho, lo que se traduce en la configuración de 
la denominada proposición jurídica incompleta que impide el ejercicio de la 
capacidad decisoria del Juez frente al litigio propuesto11. 
 
Continúa señalando el Consejo de Estado, en la sentencia en comento, que a nivel 
del petitum la situación en mención se suscita en dos casos de ocurrencia 

 
10 Corte Constitucional. Sentencia C-835 de 2003, M.P.: Jaime Araujo Rentería 
11 Consejo De Estado Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección Segunda Subsección -A' 
Consejero Ponente: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren Bogotá DC; dieciocho (18) de mayo de dos 
once (201 Radicación número: 76001-23-31-000-2006-02409-01(1282- 10) Actor: AMPARO VALLEJO 
JARAMILLO. Demandado: CAJA NACIONAL DE PREVISION SOCIAL. 
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alternativa o sumada a saber: i) Cuando el acto acusado torna lógicamente 
imposible la decisión de fondo debido a una irreparable ruptura de su relación con 
la causa petendi, O ii) Cuando el acto demandado no es autónomo por  encontrarse 
en una inescindible relación de dependencia con otro u otros no impugnados que 
determinan su contenido, validez o su eficacia, eventos en los  que como se expresó 
resulta imposible emitir una decisión de fondo para el Juez. 
 
Con base en lo anterior, la parte actora debió demandar en el presente caso las 
Resoluciones No. GNR 77628 del 14 de marzo de 2016  y la GNR 147282 del 19 de 
mayo de 2016, pues éstas, al igual que los actos acusados, contienen la 
manifestación de voluntad de la Administración que se pretende atacar. 
 
Resuelta importante detenernos en un aspecto elemental de la teoría del acto 
administrativo, cual es que cuando un acto que modifica un reconocimiento 
pensional de vejez se entiende que el primigenio desaparece sea expresa o 
tácitamente, pues es derogado por el acto posterior. 
 
En este orden de ideas, no es posible en este caso adelantar un análisis de la 
legalidad y decisión anulatoria únicamente frente a los actos censurados pues el 
contenido y efectos jurídicos de las resoluciones que decidieron revocar la pensión 
reconocida, ameritaban necesariamente su cuestionamiento judicial debido a la 
unidad jurídica que guarda con las resoluciones demandadas. 
 
Y es que de no ser así. En el evento de no salir victoriosa la nulidad de los actos 
administrativos aquí atacados, seguirá existiendo la posibilidad de que 
Colpensiones levante la suspensión de los efectos de la resolución No GNR 77628 
del 14 de marzo de 2016. Lo anterior, bajo el entendido de que respecto de la 
resolución No GNR 77628 del 14 de marzo de 2016, no existió revocatoria sino 
suspensión de sus efectos. 
 

5. EXCEPCIONES DE MÉRITO 
 

5.1. INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN 
 
Nada está obligada a pagar la demandada a la actora, debido a que no se prueba 
que la accionada no estuviera facultada legalmente para hacerse acreedora al 
reconocimiento de la pensión conforme al régimen de transición, y en aplicación de 
dicha garantía, le fuese aplicado el Decreto 758 de 1990. 
 

5.2. PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA DEL DERECHO RECLAMADO 
 
Sírvase señor juez dar aplicación a las disposiciones generales previstas en materia 
de prescripción, como las prescripciones especiales contenidas en la legislación, 
decretando la prescripción de las pretensiones y demás derechos que no fueron 
reclamados en tiempo y respecto de los cuales haya operado el fenómeno jurídico 
de la prescripción, o en los eventos que aún cuando hayan sido reclamados 
también operó el mismo fenómeno de la prescripción; en derechos y pretensiones. 
 

5.3. GENÉRICA 
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Solicito señor juez, se reconozca cualquier excepción de fondo con base en hechos 
que resultaren probados en el proceso. 
 

5.4. BUENA FE EN EL PAGO DE PRESTACIONES PERIÓDICAS 
 
Solicito señor juez, relevar de cualquier pago que deba hacer la parte accionada a la 
parte actora, por cuenta de la eventual orden de pago para recuperar prestaciones, 
mesadas o dineros pagados a la señora REY VALENCIA, esto sustentado en el 
artículo 164 del CACA, y teniendo en cuenta que la misma se encuentra investida 
de buena fe en su actuar, ya que si existe un eventual reconocimiento de la pensión 
de vejez por fuera de los lineamientos legales, ello, fue con total desconocimiento 
de la demandada, y no se le pueden imponer cargas que no está obligada a 
soportar. 
 
Existe en el presente caso la consolidación del derecho a la confianza legítima de la 
actora, por configurase sus cuatro elementos a saber: i) Existencia de una relación: 
la cual se evidencia con la solicitud pensional de la actora, y la consecuente 
expedición del acto administrativo de reconocimiento de la prestación; ii) 
Existencia de la palabra dada: Existió un pronunciamiento serio y legal, y no se 
presentó incursión de la actora en el reconocimiento de la prestación, tal fue la 
confianza de la palabra dada, que la accionada dejó de cotizar, por encontrar 
cumplidos sus requisitos pensionales; iii) Confirmación de la palabra dada con 
actor posteriores armónicos y coherentes: existió una aseveración seria por parte de 
Colpensiones de reconocer la pensión a la accionada. Contando ella con sus 
semanas cotizadas, procedió la parte actora al reconocimiento de la prestación. 
Acto jurídico legalmente expedido; iv) Actuación diligente del interesado: El error 
común crea derechos, y respecto de dicho error, la actuación de la señora Rey fue 
prudente y diligente, hasta el punto de guardar sus historias laborales en las que 
acreditaban su derecho. Y luego, poner a funcionar el aparato judicial para hacer 
respetar sus derechos y defenderlos.  
 

6. PRUEBAS 
 

6.1. Documentos     :  
 

a. Resolución No GNR 228776 del 19 de junio de 2014 
b. Resolución No GNR 77628 del 14 de marzo de 2016 
c. Resolución No GNR 147282 del 19 de mayo de 2016 
d. Fallo de tutela en favor de la accionada 
e. Incidente de desacato 
f. Resolución No SUB 63553 del 12 de mayo de 2017 
g. Historia laboral de la actora 
h. Registro civil de nacimiento de la demandada 
i. Copia de la cédula de la demandada 
j. Recurso de reposición y en subsidio de apelación frente a la resolución No 

GNR 77628 del 14 de marzo de 2016 
 

7. SUSTITUCIÓN 
 
Le manifiesto señor juez que sustituyo el poder a mi otorgado por el demandante, 
al Abogado DIEGO MAURICIO GÓMEZ CAMPOS identificado con la cédula de 
ciudadanía No 71’269.283 de Medellín, y portador de la tarjeta profesional No 
218.367 del C.S.J, con las mismas facultades a mi otorgadas en el poder inicial. 
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8. NOTIFICACIONES 

 
Demandante  : Dadas en la demanda principal. Correo electrónico  

reyfabiola@hotmail.com. 
Apdo. Demandado : Carrera 10 No 20-19 Oficina 410 Edificio Saraga en la  

ciudad de Bogotá, mail: wiltergo@yahoo.es. 
Demandada  : Dadas en la demanda principal. 
 
Señor Juez,  
 
 
 
WILTER ANTONIO GÓMEZ CAMPOS 
C.C. No 71.380.117 
T. P. No 130.783 del C. S. J. 
Apoderado principal demandado 
 
 
 
DIEGO MAURICIO GÓMEZ CAMPOS 
C.C. No 71.269.283 
T. P. No 218.367 del C. S. J. 
Apoderado sustituto demandado 
 
 
Bogotá, 12 de mayo de 2021 
 































































































































































OMB RE 

P ELLIDO DLL 
EGISTRADO 

En la Repüblica de olom br Departanento de i'2 J, s 
Municipio dc yai 1/ t 

(cortoginnlonto o varedu, elc.)

a ciAd CJh del mes de i2 r de mil novecientos sAq 

( se presentó el señor mayor de 
(nombro dol doclaranto) 

edad, de nacionalidad eo.h mbiana_natural de cetsmS _domiciliado 

en_ v min, _y declaró: Que el dia_Ciaa (S 

del mes deAipAcmhe de mil novecientos C winh ouho siendo las 

os de la mannna nació en_Éadbaia.
(Diredclón de la casa, hospllal, barrlo, vereda, corregimlen lo, elc. 

un niño de del municipio de a 7, d República de Co/s a sd 
sexo iiu _a quien se le ha dado el nombre deFadioI

hijo. m«_del señor /'s tee de _años de edad,
concód ula N°) 

natural de_@ho aehi República de oo a dn de profesión_Aani'ca dor 
y la señora Fo bio/a Va u 
nama República deeo omo/ 

de 5años de edad, natural de 

_de profesión hoPr siendo

abuelos paternos a.ailc I ma Aoza 
y abuelos maternos a mi'n a dan 

Fueron testigos

En fe de lo cual se firma la presente acta 

(con céiula AN®) 

El testigo,
con cedula Ne) 

El tesligo, 
en,CukT 

(irnya Axpfo- dol ipngro ulo qulol ao hacu ol rogistro) 

Para efectos del artículo segunde 20.) deleyA5 de 1936, reconozco al niño a que se refiere esta 

Acta como hijo natural y para\doistäncta7firmo.. 

MEN 
rma dol pudrO que naco al rOcoociilllonlo) 

Sla- 
Iirma du la madre qu hace, Treconoclmianto) 

i. 

inkaci y sello dol uncionarid anto quien so haco ol receiocimiento) 

14 AbR 2014 

** 



 




















